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L
a parálisis política que 
atenaza al Gobierno de 
Pedro Sánchez, inca-
paz de garantizar una 
mayoría parlamentaria 

estable para sacar adelante su 
agenda legislativa, empieza a te-
ner efectos más allá del bloqueo 
institucional. Con tan escaso mar-
gen para impulsar nuevas inicia-
tivas y con el horizonte electoral 
cada vez más presente y más cerca, 
varios ministros han comenzado 
a explorar salidas profesionales de 
alto perfi l en organismos interna-
cionales y otras instituciones, con 
unas puertas giratorias con desti-
no a puestos públicos de carácter 
supranacional y extraordinaria-
mente bien remunerados.

Los dos casos más relevantes 
que se han conocido en los últi-
mos días, con la candidatura de 
Yolanda Díaz para dirigir la Orga-
nización Internacional del Traba-
jo (OIT) y la de Luis Planas para 
hacerse con la dirección general 
de la Organización de las Naciones 
Unidas para la Alimentación y la 
Agricultura (FAO), ambas impul-
sadas personalmente por Pedro 
Sánchez. Un proceso en línea con 
la proyección internacional de 
otros altos cargos, siguiendo una 
estrategia de sucesión de candida-
turas, que refl eja el agotamiento 
de la legislatura y el pistoletazo de 
salida para la carrera por asegurar 
un futuro político e institucional 
más allá de La Moncloa.

Y para apuntalar esos destinos 
o, al menos, asegurarse una buena 
posición, el Gobierno activó en el 
Consejo de Ministros del pasado 
7 de julio una contribución econó-
mica voluntaria de España a orga-

El Gobierno «dopa» 
las aspiraciones 
de Díaz y Planas 
en la OIT y la FAO
►Riega con aportaciones voluntarias millonarias 
estos organismos coincidiendo con sus candidaturas
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Yolanda Díaz y Luis 

Planas aspiran a 

«colocarse» en la 

OIT y la FAO 

nizaciones, programas, fondos y 
otras entidades de carácter inter-
nacional por importe de 72,3 mi-
llones de euros que, casualmente, 
ha coincidido con el lanzamiento 
de las dos candidaturas de Díaz y 
Planas. Sobre todo porque en el 
desglose contable aparecen apor-
taciones millonarias voluntarias 
precisamente a estos dos organis-
mos. En el caso de la OIT, el Go-
bierno aprobó una aportación 
extra de 1,7 millones, mientras que 
para la FAO el montante fue de 
3,64 millones.

En este último organismo hay 
incluso una letra pequeña que hay 
que tener en cuenta, ya que se 
aprobaron también fondos adi-
cionales a organismos satélites de 
la FAO e instituciones relaciona-
das aunque no integradas en su 
organización, como los cuatro mi-
llones de euros aportados al Pro-
grama Mundial de Alimentos 
(PMA) y otros 200.000 euros des-
tinados al Fondo Internacional de 
Desarrollo Agrícola (FIDA), con la 
intención de ir ganando «puntos» 
de cara a las votaciones por el 
puesto. En total, el dinero aporta-
do a la FAO y otros satélites roza 
los ocho millones de euros. Pero, 
siguiendo la estela del dinero rela-
cionado con las aspiraciones de 
Planas en la FAO, también se dio 
luz verde a una contribución de 
4,05 millones para la Organización 
Internacional para las Migracio-
nes (OIM), cuya jefa de misión en 
España es la propia mujer del mi-
nistro, María Jesús Herrera. 

Por su parte, la contribución de 
España a la OIT se divide en dos 
vías principales: la cuota obligato-
ria o prorrateada del presupuesto 
y las aportaciones voluntarias a 
proyectos. Con la cuota obligato-
ria, España asume un porcentaje 
cercano al 2,135% del presupuesto 

total de la organización. Esto se 
traduce en una aportación anual 
media de en torno a 8,54 millones 
de francos suizos (9,14 millones de 
euros), que desde 2018 –año desde 
que gobierna Pedro Sánchez– han 
sumado más de 72 millones (77,4 
millones de euros). Sin embargo, 
las contribuciones voluntarias se 
realizan para fi nanciar programas 
específi cos de cooperación técni-
ca, asistencia al desarrollo y erra-
dicación del trabajo infantil. Y la 
cifra más alta de los últimos años 
coincide unos días antes del 
anuncio de Yolanda Díaz como 
candidata.

España ha destinado partidas 
anuales millonarias –que han su-
perado los 40 millones de dólares 
en determinados cuatrienios– 
para programas centrados en la 
lucha contra el trabajo infantil, la 
promoción del empleo juvenil y la 
protección de los derechos labo-
rales en Iberoamérica, y el Conse-
jo de Ministros ha aprobado pe-
riódicamente partidas específi cas 
–hasta 1,5 millones– para fi nan-
ciar el Centro Internacional de 
Formación de la OIT. En el caso de 
la FAO, la aportación fija anual 
supera los 4,2 millones de media, 
pero las aportaciones voluntarias 
se han multiplicado, sobre todo 
tras la pandemia.

De este modo, el Gobierno ha 
multiplicado la lista de recoloca-
ciones. Las embajadas se han con-
vertido en un destino privilegiado 
para exministros y altos cargos 
cercanos a Pedro Sánchez. Héctor 
Gómez pasó del Ministerio de In-
dustria a representar a España 
ante la ONU en Nueva York; Mi-
quel Iceta, de Política Territorial a 
la Unesco en París; Carmen Mon-
tón, de Sanidad a la OEA en Was-
hington; Teresa Ribera, de minis-
tra de Transición Ecológica a 

vicepresidenta y comisaria de 
Competencia en la Comisión Eu-
ropea; o Isabel Celaá, de Educa-
ción a embajadora ante la Santa 
Sede.

Unas puertas giratorias socialis-
tas que no han dejado de crecer y 
que han multiplicado los ingresos 
anuales de los benefi ciarios. Bea-
triz Corredor, exministra con Za-
patero, es presidenta de Red Eléc-
trica y está en el punto de mira por 
el gran apagón, o Pedro Duque, 
exministro de Ciencia, ahora en 
Hispasat, muestran cómo se han 
utilizado estas colocaciones. Tam-
bién destaca Raquel Sánchez, ex-
ministra de Transportes, ahora al 
frente de Paradores, una empresa 
pública envuelta en polémica por 
los escándalos vinculados a Koldo 
García y José Luis Ábalos. Y no se 
quedan atrás fi guras como Juan-
ma Serrano, su exjefe de gabinete, 

La FAO, a la que 

aspira Planas, se lleva 

3,6 millones, y otros 

4 van al organismo 

de su propia esposa

Aprueba 1,7 millones 

para la Organización 

Internacional del 

Trabajo que quiere 

dirigir Yolanda Díaz
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en Correos, entidad que acumula 
más de 1.000 millones de deuda, 
o Maricha Ruiz, exjefa de Prensa 
de Ferraz, colocada en el Hipódro-
mo de la Zarzuela. Unas coloca-
ciones que contradicen el discurso 
del propio Sánchez, que aseguró 
cuando llegó a la Moncloa que 
«queremos acabar con las puertas 
giratorias».

A ellos se podrían sumar desti-
nos como el de José Luis Escrivá, 
de Seguridad Social al Banco de 
España, o Juan Carlos Campo, ex-
ministro de Justicia, al Tribunal 
Constitucional. Dolores Delgado, 
por su parte, fue nombrada fi scal 
general del Estado directamente 
por Sánchez. Carmen Calvo, su 
antigua mano derecha, fue desig-
nada presidenta del Consejo de 
Estado, siguiendo el camino de 
otras exministras como María Lui-
sa Carcedo y Magdalena Valerio.

El registro horario 
se atasca hasta 
septiembre y deja 
a Díaz sin reforma
►Los reveses jurídicos obligan a posponer 
una de las medidas estrella de la ministra

El nuevo registro horario, pre-
sentado durante meses por la 
vicepresidenta segunda como 
una norma «inminente y decisi-
va» para combatir las horas ex-
traordinarias no pagadas, vuelve 
a quedar aplazado después de 
que el Gobierno no haya cerrado 
las diferencias internas ni despe-
jar los obstáculos jurídicos que 
arrastra desde hace meses.

El Ejecutivo ha acordado pos-
poner la aprobación del real de-
creto para la vuelta del verano con 
el objetivo de resolver las discre-
pancias pendientes y reforzar la 
seguridad jurídica del texto. La 
decisión supone un nuevo cam-
bio en el calendario anunciado 
por el Ministerio de Trabajo, que 
había situado la aprobación antes 
del parón estival y que en las últi-
mas semanas había insistido en 
que la reforma estaba preparada 
para recibir luz verde. 

El fracaso de las 37,5 horas
El retraso tiene una dimensión 
política mayor que la de un sim-
ple ajuste administrativo. Des-
pués del fracaso parlamentario 
de la reducción de la jornada la-
boral a 37,5 horas semanales, el 
registro horario se convirtió en la 
pieza que Díaz podía rescatar 
para mantener viva su agenda.

La vicepresidenta defendió que 
esta medida no necesitaba pasar 
por el Congreso y que permitiría 
avanzar en uno de los objetivos 
centrales de su departamento: 
acabar con las horas extraordina-
rias que, según Trabajo, se reali-
zan en España sin remuneración, 
sin cotización y sin control efec-
tivo. Pero la reforma ha quedado 
atrapada entre los límites de la 
política, la técnica jurídica y la 
negociación económica.

La secuencia de los últimos 
meses refl eja un problema de ca-
lendario. En mayo, Díaz asegura-
ba que la norma se encontraba en 
su «parte fi nal» y garantizaba que 
sería aprobada. Más tarde afi rmó 
que el texto estaba «prácticamen-
te listo» y que esperaba que «vie-
ra la luz lo antes posible».

Hasta el martes pasado, Díaz 
defendía el mismo discurso pese 
a la evidencia de que el registro 
estaba atascado.

El propio secretario de Estado 
de Trabajo, Joaquín Pérez Rey, 
explicaba que el decreto estaría 
preparado para uno de los últi-
mos Consejos de Ministros antes 
de las vacaciones. La previsión no 
se ha cumplido y el Gobierno ha 
optado ahora por trasladar la de-
cisión a septiembre.

El principal obstáculo fue el 
dictamen del Consejo de Estado 
emitido en marzo. El órgano con-
sultivo cuestionó algunos de los 
pilares del proyecto y advirtió de 
que el Gobierno podía estar utili-
zando un reglamento para intro-
ducir nuevas obligaciones que 
excedían el desarrollo habitual de 
una norma ya existente.

La advertencia afectaba al co-
razón jurídico de la reforma. El 
nuevo registro plantea un sistema 
digital obligatorio, objetivo y fi a-
ble que permita a la Inspección 
de Trabajo acceder a los datos 
para detectar incumplimientos. 
El Consejo de Estado reclamó, sin 
embargo, mayor precisión sobre 
el tratamiento de la información 
personal de los trabajadores, los 
límites del acceso administrativo 
y las garantías frente a posibles 
usos indebidos.

El informe también dio argu-
mentos a quienes dentro y fuera 
del Gobierno reclamaban una 
implantación más gradual. La 
memoria económica del proyec-
to calcula que la adaptación del 
nuevo sistema podría suponer un 
coste cercano a los 868 millones 
de euros para las empresas, con 
un impacto especialmente rele-
vante en las pequeñas y media-
nas compañías.

La patronal CEOE y Cepyme 
han sido desde el inicio los prin-
cipales críticos de la reforma. Las 
organizaciones empresariales 
consideran que el nuevo modelo 
incrementa las cargas adminis-
trativas y genera obligaciones 
difíciles de asumir para muchas 
empresas. Además, han adver-
tido de que analizarían la vía ju-
dicial si el texto final mantenía 
elementos que consideran exce-
sivos.

En el seno del Ejecutivo, la dis-
cusión se ha centrado precisa-
mente en ese equilibrio entre la 
ambición laboral de Trabajo y la 
preocupación económica por el 
impacto sobre las empresas. 

El ministro de Economía, Car-
los Cuerpo, ha defendido la con-
veniencia de conceder a las py-
mes un periodo de adaptación 
amplio, mientras el departamen-
to de Díaz ha insistido en que la 
lucha contra las horas extra no 
registradas exige una aplicación 
rápida y efi caz.

La presión sindical ha añadido 
otro elemento de tensión. CC OO 
y UGT reclamaron al Gobierno 
que aprobara la reforma antes del 
verano y llegaron a advertir de 
que el retraso tendría consecuen-
cias sobre el diálogo social. 

Yolanda Díaz vuelve a darse de 
bruces con la realidad. El Gobier-
no anunció ayer que ha decidido 
aplazar hasta septiembre la apro-

H. Montero. MADRID

bación del nuevo reglamento del 
registro horario, una de las prin-
cipales reformas impulsadas por 
el Ministerio de Trabajo para re-
forzar el control de la jornada la-
boral y combatir las horas ex-
traordinarias no remuneradas.
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